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SISTEMA DE PAGOS ELECTRÓNICOS INTERBANCARIOS (SPEI). LOS DEPÓSITOS 
REALIZADOS MEDIANTE EL USO DE ESA HERRAMIENTA TECNOLÓGICA NO DEBEN 
CONSIDERARSE COMO INGRESOS GRAVABLES, SI SE ACREDITA QUE EL ORIGEN DE LOS 
RECURSOS MONETARIOS ES OTRA CUENTA DEL PROPIO CONTRIBUYENTE. 
 
El referido sistema constituye una infraestructura de pagos del Banco de México que, 
regularmente, se emplea para enviar y recibir pagos, es decir, para transferir dinero entre 
distintas cuentas bancarias en tiempo real; sin embargo, el hecho de que se utilice, en la 
mayoría de los casos, para recibir pagos de clientes o de terceros, no implica que su uso 
esté restringido a dicho propósito, pues debido a su operatividad y a la facilidad y seguridad 
que brinda para transferir en forma expedita recursos monetarios de una cuenta bancaria 
a otra, también es utilizado para realizar traspasos entre cuentas propias de los usuarios. 
Entonces, si durante un procedimiento de fiscalización se advierte algún depósito realizado 
mediante el uso de esa herramienta tecnológica, esa circunstancia será insuficiente para 
estimar que se está en presencia de pagos provenientes de clientes o de terceros y, por 
tanto, de ingresos gravables para efectos del pago de contribuciones, si con los estados de 
cuenta correspondientes se acredita que el origen de los recursos monetarios en 
controversia es otra cuenta del propio contribuyente.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
  
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
194/2019. Secretario de Hacienda y Crédito Público y Administrador Desconcentrado 
Jurídico de México "2" de la Administración General Jurídica del Servicio de Administración 
Tributaria. 14 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. 
Secretario: Roberto Zayas Arriaga. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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PROCEDIMIENTO DE ENAJENACIÓN DE VEHÍCULOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA 
DECLARADOS PROPIEDAD DEL FISCO FEDERAL. NO VULNERA EL DERECHO A LA 
PROPIEDAD PRIVADA. 
 
Conforme a los artículos 1, 27 y 36 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación 
de Bienes del Sector Público, no puede considerarse que el procedimiento a que debe 
atenerse el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes respecto a los bienes que 
son declarados propiedad del fisco federal, cuando aún pueda ser anulado mediante juicio 
contencioso administrativo, sea restrictivo del derecho a la propiedad privada, toda vez que 
su actuar es razonable. Lo anterior, si se toma en consideración que al no acreditarse la legal 
importación, tenencia o estancia en el territorio nacional del bien embargado, el Servicio 
de Administración y Enajenación de Bienes debe velar por los intereses del Estado, como si 
dicho vehículo fuera parte de su patrimonio, por lo que está facultado para enajenarlo, sin 
que sea obstáculo que estuviera en trámite un juicio de nulidad en contra de la resolución 
que declaró que el bien forma parte del patrimonio del fisco federal, pues ello no implica 
que su propiedad esté indeterminada, ya que la actuación de la autoridad aduanal cuenta 
con la presunción de legalidad y validez de los actos administrativos y no será hasta que se 
declare su nulidad, cuando se reconozca que al particular le asiste un derecho 
legítimamente tutelado en relación con el bien embargado. No es óbice a lo expuesto, que 
ante la imposibilidad material para devolver un bien embargado por el Servicio de 
Administración y Enajenación de Bienes, por haber sido enajenado, esta Segunda Sala ya se 
pronunció sobre la forma en la cual debe proceder dicho órgano descentralizado, al emitir 
la tesis 2a./J. 9/2014 (10a.) cuyo rubro es: "MERCANCÍAS OBJETO DE EMBARGO 
PRECAUTORIO EN UN PROCEDIMIENTO EN MATERIA ADUANERA. FORMA DE CALCULAR SU 
VALOR ANTE LA IMPOSIBILIDAD MATERIAL DE DEVOLVERLAS POR HABER SIDO 
ENAJENADAS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN Y ENAJENACIÓN DE BIENES (SAE)."  
 
SEGUNDA SALA 
  
Amparo directo en revisión 1545/2015. Juan Carlos Medrano Ramos. 17 de febrero de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; se aparta de consideraciones 



Javier Laynez Potisek. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.  
 
Amparo directo en revisión 5587/2019. Guadalupe Faus. 6 de noviembre de 2019. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y 
Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Zara Gabriela Martínez Peralta.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE 
INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, 
AL ESTABLECER UNA SOBRETASA PARA SU PAGO TRATÁNDOSE DE PREDIOS BALDÍOS, 
VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 
El precepto mencionado, al establecer que el impuesto predial se causará y pagará acorde 
con lo que resulte de aplicar, por razones extrafiscales, una sobretasa del 100% sobre el 
valor determinado de los predios baldíos, viola el principio de equidad tributaria, previsto 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues no obstante que los propietarios o poseedores de predios baldíos y edificados tienen 
iguales características objetivas y realizan idéntico hecho generador del gravamen, lo que 
hace que constituyan una misma categoría, el legislador local les otorga un trato desigual 
por el solo hecho de que el predio no esté edificado. Lo anterior es así, porque aun cuando 
el fundamento legal de los fines extrafiscales se encuentra en el artículo 25 de la 
Constitución Federal, como un instrumento eficaz de la política financiera, económica y 
social que el Estado tenga interés en impulsar, orientar o desincentivar ciertas actividades 
o usos sociales, si se consideran útiles o no para el desarrollo armónico de la población, en 
la exposición de motivos de la iniciativa de la ley citada, el legislador sustentó la diferencia 
en el cobro de las tasas del impuesto predial en la necesidad de evitar el deterioro de la 
imagen urbana, tiraderos clandestinos de residuos, focos de infección que dañan la salud 
pública y propician inseguridad; de ahí que esa sobretasa busca incentivar a los propietarios 



de los predios no edificados para que hagan un mejor uso y aprovechamiento de éstos, que 
deriven en un impacto ambiental positivo y coadyuven a mejorar la calidad de vida de los 
habitantes de Guadalajara, en congruencia con las políticas públicas en materia de 
desarrollo urbano y repoblamiento de ese Municipio, lo cual evidencia que esa distinción 
no se encuentra objetiva y razonablemente justificada para atribuirle la característica de fin 
extrafiscal ya que, en todo caso, es a las autoridades a quienes corresponde, mediante 
diversos mecanismos, herramientas y disposiciones administrativas, incluso sancionadoras, 
combatir la inseguridad y preservar la salud pública y el medio ambiente, pero no a través 
de la fijación de categorías artificiales que violan el principio de equidad tributaria.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
  
Amparo en revisión 322/2019. Eduardo Martínez González. 6 de noviembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Ricardo Manuel Gómez 
Núñez. 
 
 Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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AUTOCORRECCIÓN EN MATERIA FISCAL. EL EJERCICIO DE ESA PRERROGATIVA NO ESTÁ 
CONDICIONADO A QUE SE ENTREGUE A LA AUTORIDAD COPIA DE LA DECLARACIÓN 
CORRESPONDIENTE, SINO A QUE ÉSTA SE PRESENTE OPORTUNAMENTE. 
 
En términos del artículo 15 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, quienes 
opten por corregir su situación fiscal mediante la presentación de la declaración que 
corresponda (normal o complementaria), en términos del Código Fiscal de la Federación, 
deben entregar a la autoridad revisora una copia de ese documento. Por su parte, de la 
exposición de motivos de la creación de dicho ordenamiento se advierte que la intención 
del legislador al introducir esa obligación, fue brindar seguridad jurídica a los contribuyentes 
al ejercer esa prerrogativa, ya que la recepción de la declaración de autocorrección se 
traduce en la certeza del conocimiento por parte de la autoridad de que aquéllos optaron 
por regularizar su situación fiscal y, por tanto, que será tomada en cuenta para definir ésta. 
En ese contexto, el incumplimiento de esa carga (entregar copia) no puede tener como 



consecuencia hacer nugatorio el derecho del particular a autocorregirse y, por ende, que la 
autoridad esté relevada de examinar la declaración de autocorrección, dado que ello no 
deriva de la legislación aplicable pues, además de que la prerrogativa mencionada opera de 
pleno derecho, la inclusión de ese deber sólo tuvo como propósito otorgar certeza al 
gobernado; de ahí que siempre que la declaración normal o complementaria se presente 
oportunamente, esto es, a partir del inicio de las facultades de comprobación y hasta antes 
de la notificación del crédito fiscal, la autoridad está obligada a verificar si, mediante ella, 
efectivamente se regularizó la situación del contribuyente y a notificarle la decisión que 
asuma, pues en caso de que la corrección no se realice correctamente o en forma total, las 
autoridades podrán seguir ejerciendo sus facultades hasta su terminación, es decir, emitir 
su resolución determinante de las contribuciones omitidas, ya que arribar a una 
interpretación contraria implicaría privar a los contribuyentes de derechos que el legislador 
les reconoció expresamente.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
  
Amparo directo 449/2019. Sticky Business, S.A. de C.V. 16 de octubre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretaria: Esmeralda Gómez Aguilar. 
 
 Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 


